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Percepciones de la migración  en México y Estados Unidos
Por: Cecilia Imaz B

La perspectiva multifactorial en el estudio de la migración en México se ha extendido en los últimos años y ha acercado a actores antes distanciados, como académicos con legisladores, y funcionarios públicos con ONGs e Iglesias. Asimismo, se ha avanzado en la construcción de consensos sobre la necesidad de definir una política migratoria que abarque el proceso lo mas integralmente posible. 

Si en algo avanzó políticamente el país en los últimos seis años fue en la aceptación de la pluralidad partidista y de la participación de grupos de la sociedad civil en foros sobre políticas públicas y, sobre la transparencia de la gestión pública. En este contexto el tema migratorio ha llegado a formar parte de la agenda nacional, y ha hecho lo propio también en los Estados Unidos, aunque con distinto enfoque y consideración. 
En México, en la actualidad, en el fenómeno migratorio confluye una cuantiosa emigración, una creciente inmigración y una migración de tránsito o transmigración proveniente sobre todo de Centroamérica. 

De los tres procesos, la emigración, por su volumen, es la que más atención ha recibido, y los cambios de actitud de los últimos gobiernos hacia la población de origen mexicano en Estados Unidos han sido notables. El gobierno del presidente Fox escaló sobre iniciativas previas, y varios gobiernos de los estados, como Zacatecas, Jalisco, Guanajuato, Michoacán,  Estado de México, San Luis Potosí y Veracruz, entre otros,  han incluido el tema migratorio en la agenda de sus políticas públicas, como lo muestra el continuo cabildeo que realizan en Estados Unidos, los programas de atención a la población emigrada, la búsqueda de inversiones  y la instalación de oficinas estatales de atención al migrante. 
Anteriormente no hubo en México una atención específica hacia los mexicanos que partían hacia el país vecino. La percepción de los estudiosos de la migración fue que no hubo una política en los gobiernos mexicanos de las décadas 70 y 80 respecto a la creciente  emigración de trabajadores a los Estados Unidos y sobre las inconsistencias y omisiones de la Ley General de Población y la Ley General del Trabajo en asuntos como los programas de trabajadores temporales, el refugio y la transmigración.

Durante las décadas mencionadas los gobiernos mexicanos, inmersos en  un sistema político monopartidista, cerrado y alejado de la ciudadanía, percibieron el fenómeno de la emigración creciente hacia el país vecino, por un lado, como una derrama natural de población desatendida y  por lo tanto considerada como una válvula de escape de tensiones sociales, y por otro, como un  problema que se cedía a los norteamericanos. 

Sin embargo, a pesar de esa ausencia en la precisión de la política migratoria, sí podemos distinguir algunas estrategias seguidas cronológicamente:

 a) Finales del siglo XIX y primer tercio del XX; protección consular y asistencia civil, sobre todo durante las repatriaciones, como en la gran depresión de 1929 cuando expulsaron a más de 400 mil mexicanos.

b) 1942-1964. Convenios de Braceros en la agricultura y convenios para trabajadores en la construcción de vías de ferrocarril. 

c) 1965-1976. Después de los convenios de Braceros, se desarrolló la industria maquiladora en la franja fronteriza norte con el objetivo adicional de retener a emigrantes potenciales y dar oportunidades de empleo en esa zona que permanecía desintegrada del resto del país. También se hicieron contactos gubernamentales con líderes de la comunidad de origen mexicano (chicanos) en Estados Unidos.

d) 1976-1990. Etapa de abandono en el ámbito federal. El estado de Zacatecas inicia acercamiento a las federaciones y clubes de emigrados zacatecanos en California e Illinois.
e) 1990-2000  Durante la apertura comercial y la negociación del TLCAN, el gobierno mexicano se abocó a monopolizar la conducción de la política interna y no dio cabida a otros actores. En esta estrategia, la migración de trabajadores no fue considerada, ya que se esperaba una disminución en ella,  y debido a esta percepción no se delineó una política migratoria a largo plazo, solamente se dio mayor atención a acciones asistenciales y a la protección de los migrantes (Imaz. 2006). A traves de Programas para recuperar la confianza de la población mexicana radicada en Estados Unidos, varias secretarías del Ejecutivo llevaron a cabo acciones  como: incremento en labores de protección, organización, educación, salud, entretenimiento, actividades deportivas, expedición de la matrícula consular como documento de identificación, seguridad social a familiares en México, intermediación entre oferta y demanda laboral, estímulos para la utilización de remesas en inversiones productivas (Iniciativa 2x1; por cada dólar de los migrantes el gobierno aportaba otro) y se otorgaron créditos a pequeñas y medianas empresas para impulsar el desarrollo de zonas expulsoras de emigrantes. A mediados de los noventas se reformó la Constitución para hacer irrenunciable la nacionalidad. En la relación bilateral, se firmó en 1994 un Tratado de Libre Comercio y se formó un grupo de estudio sobre el tema migratorio y, en lo multilateral, el gobierno ratificó la Convención Internacional sobre Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (ratificado en 1999 y vigente desde 2005).

f) 2000-2005. Mayor involucramiento del gobierno con intereses de la diáspora, reflejado en la promoción de mecanismos de gestión de las organizaciones de emigrados para lograr una colaboración multi-direccional, y promoción de una mayor integración del emigrado a la sociedad receptora para la defensa de su derechos y para conformar apoyos a intereses mexicanos que queden reflejados en la política exterior de Estados Unidos. Se reformaron los procedimientos para el voto en el exterior en elecciones presidenciales. En la relación bilateral, el gobierno mexicano se abocó a negociar un acuerdo migratorio con el vecino país, que fue desechado por Washington después del 11 de septiembre de 2001. A partir de entonces se recrudecieron las medidas en contra de la inmigración, especialmente la indocumentada, y la política exterior norteamericana se centró en la seguridad interna y hemisférica, tema que se ha vuelto toral en los acuerdos regionales de los tres países socios comerciales de Norteamérica.
Con el crecimiento de la emigración (aproximadamente 3 millones de mexicanos en los últimos seis años) hemos visto en este proceso una creciente participación por parte del Estado, y esta transformación no es un hecho aislado, es parte del fenómeno global de la politización de la migración, que en los Estados receptores se ha hecho evidente en el control de flujos, en las políticas de integración y en las de acceso a la nacionalidad (López, 2005:101). Y en los Estados expulsores, en el manejo de las remesas y en las reformas sobre la nacionalidad y el voto en el exterior, como ha sucedido en México.

En el último lustro se ha dado mayor atención a medidas de protección para los migrantes indocumentados que siguen engrosando el flujo migratorio hacia el Norte. Este flujo continúa atrapado en una situación contradictoria, exacerbada por el bajo crecimiento económico en México y el ambiente anti-inmigrante en Estados Unidos, cuya política migratoria ha vuelto a ser defensiva, centrada en la seguridad e incapaz de quebrantar el flujo de migrantes indocumentados, que suman actualmente cerca de 12 millones de personas, de los cuales aproximadamente 6 millones son de origen mexicano, y que no logra resolver la contradicción entre salarios “ilegales” (abajo del mínimo) que abaratan los bienes de consumo, y trabajadores “ilegales” que son los únicos que aceptan tales salarios. 

Para los Estados Unidos la migración irregular se ha convertido en un problema de seguridad nacional, sobre todo ante el fracaso del control de su frontera sur, a través de la cual en los últimos cinco años han ingresado alrededor de cinco millones de personas que han rebasado sus permisos de estancia o que han ingresado sin documentos migratorios.

A cinco años  de los ataques terroristas, el debate migratorio en el Congreso de Estados Unidos girará en torno a la implementación de un control fronterizo férreo, la criminalización de la inmigración indocumentada y  la búsqueda de soluciones respecto a ese sector de la población inmigrada que se encuentra residiendo ilegalmente. 

Desde el siglo XIX las políticas de admisión en los Estados Unidos, y consecuentemente las fronteras,  han sido un instrumento de selección de inmigrantes, y este tipo de restricciones tradicionalmente ha jugado un papel en el proceso activo de estructuración de la comunidad política de ese país. Por ello, las respuestas de ese país a los flujos migratorios, y sobre todo cuando son masivos, han sido unilaterales y selectivas. 

En esta situación, ¿cuál es la percepción de la migración en las sociedades mexicana y norteamericana?

En términos generales podemos decir que en ambas sociedades los diferentes actores sociales han elaborado una imagen de la migración de acuerdo a la percepción  que tienen de sus características, causas y efectos.  Esa percepción se expresa en opiniones y actitudes que se transforman en expectativas sobre la forma en que se debiera legislar y administrar el proceso migratorio.   Estas expectativas a su vez pueden también llegar a plasmarse como presiones.  Mármora (2002:53-54) señala que las presiones se ejercen por distintos medios y tratan de influir sobre las políticas que debería adoptar el Estado, para que las mismas se correspondan con la imagen que los actores sociales han elaborado sobre las migraciones. Porque a diferencia de otros hechos sociales, las migraciones internacionales se presentan con una alta visibilidad en las sociedades en que se producen, ya sea porque incorporan nuevos elementos extraños a esa sociedad, o porque representan una pérdida de algunos de sus componentes.  Esta alta visibilidad se traduce en una opinión pública que va a expresarse alrededor del tema a través de un imaginario colectivo que, positiva o negativamente define al hecho migratorio y a sus diferentes actores: el Estado, los grupos de presión conformados por diferentes sectores sociales y/o instituciones y, los propios migrantes.
La expresión más difundida de la actitud anti-inmigrante,  presente en diversos condados y ciudades norteamericanas en donde la inmigración indocumentada ha provocado explosión demográfica, fue la publicación de Who are we?  (¿Quiénes somos?) de S. Huntington (2004).  Este defensivo texto  dio voz a la preocupación de una parte de la población estadounidense que ha visto cambios en los patrones culturales y en el destino de sus impuestos a gastos utilizados por la población indocumentada, a la que denominan “ilegal aliens” (residentes ilegales).  
 La realidad es que los Estados Unidos, formado de inmigrantes, vive una tercera ola migratoria, que ya no es europea como la anterior, pues  aquellos países ( Irlanda, Italia, Alemania), otrora  de expulsión,  elevaron substancialmente su nivel de bienestar y pasaron a ser países receptores de inmigración. 
Ahora, la ola migratoria es mayoritariamente mexicana, seguida por contingentes latinoamericanos y asiáticos. Basta ver la composición racial en las escuelas públicas, en los centros de salud, en la industria cinematográfica y en los medios. Los niños estadounidenses actuales serán los líderes, profesionistas, trabajadores y  padres de la siguiente generación de norteamericanos. Y este panorama de mosaico cultural con diversas lenguas y expresiones culturales no acaba de aceptarse.  
La otra cara de la realidad es que la migración de trabajadores, en todas sus calificaciones, es necesaria para la marcha de la economía estadounidense. Pero a nivel micro, afecta la convivencia en numerosas ciudades. De ahí que la visión de Huntington y de los Republicanos en el Congreso (en donde prevalece la actitud de criminalizar a la migración irregular)  exprese la percepción de una parte de la sociedad, que podríamos decir que corresponde a “la mitad de la película”.
En el actual contexto anti-inmigratorio, y anti-mexicano por ser  el grupo mayoritario de los irregulares, el rechazo a una reforma migratoria  provocó la movilización de cientos de miles de inmigrados indocumentados, que de  marzo a mayo de 2006 salieron a las calles de las principales ciudades norteamericanas en demanda de regularizar su situación migratoria y  por lo tanto de sus vidas en aquel país. Estas marchas mostraron una capacidad de movilización, aunque incipiente, de un gran sector de trabajadores y de sus familias que viven sin permisos de residencia en contra del poder sordo y miope que pretender ignorarlos y someterlos a la fuerza de una política regulatoria, discriminatoria  y anti-inmigrante. 

En México  como señalamos, la percepción de los migrantes cambió a finales de los años noventa, a raíz de la importancia que cobraron sus remesas de dinero, y el efecto de los nuevos valores y actitudes de los migrantes, tanto en sus familias como en la aplicación de proyectos de infraestructura en numerosas comunidades del país. Con el tiempo, el impacto agregado de las acciones de las organizaciones de los emigrados en los municipios expulsores del país y de su relación creciente con  las autoridades, condujo a crear una conciencia de la importancia de los migrantes en la economía y en la sociedad mexicana.

La participación de un segmento importante de los mexicanos emigrados, de sus familias y de sus organizaciones transnacionales en actividades en México se ha circunscrito tradicionalmente en: el envío de remesas, en la extensión de redes sociales, en relaciones económicas, en prácticas culturales y recientemente en la implicación política.

El acento en las remesas ha sido sobredimensionado por los medios, pues la imagen de la entrada masiva de dólares resulta atractiva para la difusión mediática y como tal, tiene un impacto en el mantenimiento de la migración. Pero sin duda, el monto de las remesas de dinero es significativo (aproximadamente 20,000 mll dls. en 2005), cubre necesidades de 2.5 millones de hogares en México (alrededor del 10% del total) y ha crecido en los últimos años porque el envío de remesas está condicionado a su liga con otras actividades, como la expansión de redes sociales, prácticas culturales y participación política. 

El cambio de percepción en México respecto a la migración se inserta en el  proceso democrático iniciado en los 90, en el que se consideraron las demandas de respeto a los derechos humanos de los emigrados  y su inclusión en los asuntos del país. 

El tema migratorio ha ido ocupando la atención de los gobiernos federal y estatales, de instituciones y fundaciones, y las áreas de interrelación se han ampliado. Prueba de ello ha sido el presupuesto presentado por la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios de la LIX Legislatura de la Federación, en el que se aprobaron  en 2005: 938 millones 600 mil pesos para la atención de los migrantes mexicanos (incluyó lo presupuestado para el voto en el extranjero); en 2006 fue de  770 millones 577 mil pesos.
 

Lo anterior ha sido posible por la organización de los emigrados. Cuando se inició el sistemático acercamiento del gobierno a la diáspora mexicana, el número de clubes sociales por lugar de origen detectados en 1990 ascendía alrededor de 250. Actualmente su número se ha triplicado (más de 700) y la mayor parte de estos mantiene contacto con los consulados mexicanos y presidentes municipales. Algunos clubes de oriundos y sobre todo las federaciones de clubes  tratan asuntos de inversión con los gobernadores de sus estados. 

Durante el gobierno del presidente Vicente Fox (2000-2006) la interacción entre el gobierno y la diáspora se intensificó, se construyeron alianzas y coaliciones entre las comunidades mexicanas y entre éstas y los consulados,  se escaló sobre programas que iniciaron 15 años atrás y se abrieron más canales de participación. Sin embargo, aunque el tema migratorio ha permeado en la sociedad, no hay suficientes pronunciamientos al respecto; y el interés del presidente Fox en los migrantes no logró, por un lado,  abatir las causas que generan la emigración, ni plasmar su buena intención  en  una relación coherente con la burocracia, las instituciones y los líderes mexicanos, y por el otro, fincó demasiadas ilusiones en una reforma migratoria en los Estados Unidos, que pensó sería decisión del presidente Bush, cuando en realidad siempre ha estado en manos del Congreso Norteamericano.
Lo que si logró Fox al final de su gobierno fue la reforma del voto en el exterior. Con ella se incorporó a la diáspora a la Nación Mexicana, manteniendo las ligas, por intereses identitarios, económicos, emotivos, políticos y sociales, entre el Estado mexicano y la población emigrada y migrante. A pesar de la baja respuesta inicial que tuvo esta reforma (alrededor de 40,000 registrados) se vislumbra que las siguientes demandas serán por el reconocimiento de los derechos políticos plenos de los mexicanos en el exterior: el derecho a elegir gobernadores, congresistas y presidentes municipales, así como  el derecho a ser elegido.  Temas que no estuvieron presentes en las campañas presidenciales de 2006. 
En la actualidad, el gobierno de México, al igual que otros países del mundo parece transitar entre el mantenimiento de las ya tradicionales políticas restrictivas y la búsqueda de nuevos espacios y alternativas ante la crisis de la “gobernabilidad migratoria” (Mármora,2002:16). Las manifestaciones más visibles de esta ingobernabilidad son el aumento de la irregularidad migratoria, el incremento de situaciones de xenofobia y discriminación, el aumento del “negocio de las migraciones”, la incongruencia entre políticas migratorias y los espacios regionales de integración económica,  los problemas de relaciones bilaterales entre países con flujos migratorios fronterizos y las contradicciones entre políticas migratorias y los requerimientos de mano de obra, para mencionar sólo algunas. 

Frente a estas crisis, las respuestas gubernamentales ensayadas han sido poco exitosas debido a la unilateralidad con que han sido concebidas y aplicadas. Los organismos internacionales, entre estos, la Organización Internacional para las Migraciones, recomiendan  que las políticas se instrumenten por vías bilaterales y multilaterales, como sendas  probables para conciliar las expectativas  y demandas sociales de los movimientos migratorios y como posibilidades reales de los Estados para darles respuesta legítima y eficaz. 

El gobierno mexicano se debate entre la búsqueda de soluciones que mejoren la situación de sus emigrados indocumentados, la incorporación a la agenda nacional de los intereses de los mexicanos residentes y de los mexicano-americanos, y la disminución de las violaciones de los derechos humanos de los transmigrantes  y los inmigrados que mantienen relaciones laborales tradicionales o esporádicas en territorio nacional.

Para los tomadores de decisiones es tarea  y objetivo básico en este campo, descubrir cuáles son las alternativas estratégicas posibles, desarticular la maraña de preconceptos tejida alrededor del tema migratorio y construir herramientas válidas para una acción legítima y eficaz (Mármora, 2002: 51). También es pertinente considerar que existe un margen de maniobra limitado por las condiciones macroeconómicas señaladas, y por un ambiente polucionado de prejuicios y oportunismos, y con instrumentos no siempre objetivos y confiables. 
________________________________________________________________
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� En la actual  LX Legislatura los tres partidos mayoritarios: PAN,PRI y PRD cuentan respectivamente con un Diputado ex migrante.


� Cámara de Diputados, LIX Legislatura
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